
elaborado por la Multigremial
de La Araucanía correspondien-
te a marzo.

De acuerdo con el estudio al
que accedió “El Mercurio” solo
en la Región de La Araucanía se
han identificado 12.700 hectáre-
as (equivalente a casi 10 veces la
superficie de la comuna de Ma-
cul o 5,5 veces la superficie de

A pesar de completar más de
mil días bajo la medida de estado
de excepción constitucional,
existen extensas zonas en la ma-
crozona sur en las que funciona-
rios de instituciones estatales no
pueden ingresar. Así lo muestra
el último Informe de Violencia

Santiago) en las que ni las poli-
cías ni el Ejército han podido in-
gresar durante los últimos años.

Se trata de seis zonas ubicadas
en las comunas de Ercilla (5.200
ha), Carahue y el límite con la
provincia de Arauco (3.800 ha),
Lumaco (1.800 ha), Traiguén
(1.300 ha) y sectores rurales de
Lautaro (600 ha). Allí se han es-
tablecido grupos radicalizados
que mantienen predios usurpa-
dos, donde han impedido —me-
diante ataques armados— el ac-
ceso a funcionarios estatales.

Para Patricio Santibáñez, pre-
sidente del organismo gremial,
esto demuestra “la necesidad de
profundizar las estrategias para
combatir las bandas criminales”. 

Ante esto, desde la Multigre-
mial proponen “profundizar el
estado de emergencia constitu-
cional vigente hace tres años” y
evaluar la creación de una Fuer-
za Estatal de Combate al Terro-
rismo y Crimen Organizado,
conformada por personal de éli-
te, con dotación permanente y
facultades especiales, para ac-
tuar coordinados con las poli-
cías, Fuerzas Arma-
das y fiscalía.

Añaden que, pa-
ra desarticular a las
orgánicas radicali-
zadas, se requiere
mayor respaldo le-
gal a policías y mili-
tares, a través de
“autonomía técnica para el Mi-
nisterio de Seguridad”, de ma-
nera que sea un ente indepen-
diente del ciclo político, que
agrupe a las policías y a la fisca-
lía bajo un mando profesional.

Retomar el control

Además, Santibáñez propone
la creación de un Plan Nacional
Contra el Terrorismo y revisar el

“control excesivo sobre las poli-
cías”, que limita la capacidad de
reacción ante hechos urgentes,
según afirma. También sugiere
fortalecer la inversión regional,
con énfasis en las comunas más
afectadas, “ya que son las que se
encuentran abandonadas por el

Estado durante las
últimas décadas”.

Por ello, enfati-
zan desde la Multi-
gremial, que no se
necesitan nuevas
leyes ni más diag-
nósticos. “La auto-
ridad civil y militar

tiene las herramientas para recu-
perar el control de estas zonas
(…). Pedimos que se instruya de
inmediato una operación soste-
nida para retomar el control de
las zonas fuera del Estado, con
presencia permanente de fuer-
zas especializadas, respaldo po-
lítico y rendición de cuentas pú-
blica semanal”.

Para la senadora por La Arau-
canía y una de las autoras de la

Ley de Usurpaciones, Carmen
Aravena (P. Republicano), se
trata de una “grave señal” la
existencia de estas áreas de ex-
clusión “en donde no opera el
Estado de derecho”. 

La también integrante de la
Comisión Presidencial para la
Paz y el Entendimiento afirma
que “elaboramos esta ley para
darle las herramientas al Estado
para hacer lo que corresponde”.
Añade que esto requiere un
acuerdo de toda la clase política
para que las FF.AA. puedan in-
gresar a estos territorios.

Exhumación frustrada

El 26 de marzo un operativo
policial y militar planificado
“durante meses”, según lo infor-
mado por la fiscalía regional, el
cual pretendía exhumar el cuer-
po del militante de la Coordina-
dora Arauco Malleco (CAM) Pa-
blo Marchant; vio frustrado su
intento debido a los ataques a
disparos que sufrió la comitiva

que participaba en la diligencia.
El procedimiento fallido debía
concretarse al interior del fundo
Pidenco, en la comuna de Luma-
co, al norte de La Araucanía.
Luego de este hecho, tanto la fis-
calía como el Gobierno, confir-
maron que no existían las condi-
ciones para concretar la diligen-
cia solicitada por Tribunales.

El diputado Miguel Mellado
(RN), calificó como “una ver-
güenza” que el Gobierno “se
arrodille ante los terroristas de la
CAM” y cuestionó la presencia
del estado de derecho en la ma-
crozona sur.

El informe elaborado por la
Multigremial reportó también
una disminución del 54% en los
hechos de violencia rural respec-
to del mismo período de 2024 y
un total de 635 episodios duran-
te la administración del Presi-
dente Gabriel Boric. En el docu-
mento se lee que “se mantiene la
latencia y brutalidad de los gru-
pos que siembran terror en la zo-
na sur”.

Pese al estado de excepción constitucional vigente:

Informe de Multigremial afirma que 12.700 hectáreas
en la macrozona sur son inaccesibles para el Estado

HÉCTOR BURGOS

Son seis sectores usurpados a los que ni las policías ni las
Fuerzas Armadas pueden ingresar, según el documento. 

IMPEDIMENTO.— Durante más de mil días los controles militares se han mantenido en las rutas y sectores rurales.
Pese a esto, en seis territorios ni las policías ni personal militar han podido ingresar.
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VIOLENCIA
En la macrozona sur se

han registrado 1.081
hechos de violencia

desde enero de 2021. 
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Los episodios de amenazas
sufridos por funcionarios de
Gendarmería —siendo el más
grave el del baleo al domicilio de
un gendarme en Cauquenes, pe-
se a que se desempeña en Santia-
go 1— han realzado la magnitud
de la crisis que vive el órgano pe-
nitenciario. Hacinamiento sin
precedentes y proliferación del
crimen organizado al interior de
los penales están entre los prin-
cipales fenómenos que hoy re-
quieren ser enfrentados.

En este escenario, exministros
de Justicia, quienes conocen en
detalle la administración de esta
institución, identifican las ur-
gencias que deben ser enfrenta-
das, como el hacinamiento, el
fortalecimiento de sistemas de
inteligencia y el control interno.
Eso sí, ninguno de ellos, advier-
ten, enfrentó una población pe-
nal de las características de la ac-
tual en cuanto a su nivel de peli-
grosidad. 

n Protección de identidad
no solucionaría nada “por sí
sola”

El extitular de Justicia Jaime
Campos señala que “Gendarme-
ría tiene que fortalecer sus siste-
mas de inteligencia para poder
prevenir la ocurrencia de este ti-
po de situaciones. Creo que todo
esto es un problema de inteli-
gencia, de investigación, para
poder anticiparse y saber más o
menos lo que viene”.

Agrega que “sin lugar a duda
que los últimos hechos son alta-
mente graves y con mayor razón
cuando hoy en día se está lidian-
do con delincuentes que tienen
niveles de organización y recur-
sos muy superiores a los que es-
tábamos acostumbrados a cono-
cer”. 

Sobre lo ocurrido en Cauque-
nes y considerando las caracte-
rísticas del hecho, apunta que
“ahí tiene que haber una organi-
zación detrás, toda una planifi-
cación de parte de los delincuen-
tes”.

Campos también abordó la
posibilidad de proteger las iden-
tidades de los gendarmes, idea
presente en el proyecto que crea
una unidad de seguridad espe-
cial en el organismo, el cual, pese
a haber sido enviado al Congre-
so en julio del año pasado, aún
no registra avances en la comi-
sión de Constitución del Senado.

Sobre esa posibilidad, el exmi-
nistro afirma: “Creo que es co-
rrecto el que para los funciona-
rios que se dedican a este tipo de
cosas existan ciertos resguardos

de su identidad, pero para eso se
necesita crear un sistema que
realmente aborde el tema (...), un
sistema realmente poderoso, efi-
ciente y eficaz que permita hacer
la inteligencia necesaria para
prevenir la ocurrencia de estos
hechos (...). Esa medida (reserva
de identidad) por sí sola no solu-
ciona nada”.

n Mayor dificultad para
director nacional y ministe-
rio

En tanto, quien fue jefe de la
cartera de Justicia entre 2011 y
2012, Teodoro Ribera, plantea
que para que Gendarmería recu-
pere o detente un rol más clave
en la seguridad debe enfrentar
los “problemas de gestión, por-
que tiene diversos sindicatos,
con estructuras de poder en fa-
vor de sus dirigentes, que se dis-
tribuyen por jerarquía, por zo-

nas territoriales, lo que dificulta
también la gestión de la institu-
ción”.

Lo anterior, añade, genera un
escenario en que “estamos en
presencia de funcionarios pú-
blicos que limitan los derechos
fundamentales de terceros, que
tienen el ejercicio y el uso de las
armas y, sin embargo, que fun-
cionan fuertemente sindicali-
zados, lo que coloca al director
de Gendarmería una dificultad
aún mayor y le impone esta di-
ficultad al Ministerio de Justi-
cia”.

En cuanto a otras medidas,
sostiene que es imperativo que
se unan los sistemas de inteli-
gencia. 

“Hoy Gendarmería de Chile
no participa en el Sistema Nacio-
nal de Inteligencia chileno. Está
excluido. Y es un grave error
porque Gendarmería tiene acce-

so a información valiosa de pla-
nificación de delitos, ya sea por
delación de otros o por acceso a
los celulares. Entonces, hay que
entender que Gendarmería no es
el lugar donde los presos termi-
nan, sino que es el lugar donde la
carrera delictual se fortalece”,
advierte.

n Ausencia de control efec-
tivo y “bodegaje de delin-
cuentes”

Además, Ribera menciona
otros aspectos que, a su juicio,
también influyen en la crisis.
“Se requieren cambios en las
culturas penitenciarias o en el
tratamiento de los reclusos.
Hoy día, por ejemplo, la canti-
dad de dinero que un recluso
puede tener al interior de la
cárcel es significativo. Las visi-
tas que se realizan hoy día faci-
litan tremendamente el inter-

cambio de bienes prohibidos,
drogas y celulares. El acceso a
venusterios, habitaciones don-
de los reos pueden tener rela-
ciones con quienes los visitan,
que son objeto de valorización
y en la cárcel todo tiene un va-
lor”, dice.

Lo anterior, expone, es una
demostración del escaso control
interno que existe. “Cuando to-
dos los años se cuentan miles de
celulares es porque hay un pro-
blema real de control efectivo”,
argumenta. Agrega que tampo-
co existe un sistema real de rein-
serción, sino un “bodegaje de
delincuentes”.

n Garantizar privacidad de
datos sensibles

Por su parte, el exministro Isi-
dro Solís, quien además fue di-
rector de Gendarmería entre
1990 y 1993, plantea que la situa-
ción de seguridad interna “se de-
bería manejar básicamente con
protocolos. Parte de
ellos es que la infor-
mación respecto de
la vida privada de
los funcionarios de
Gendarmería debe-
ría ser tratada con
particular celo. Es
una información a
la que se le debe ga-
rantizar su privaci-
dad, sean sus contactos, sus do-
micilios, de sus familiares tam-
bién. Ni siquiera llegando a la hi-
pótesis del crimen organizado,
que es de las más graves, sino
que ante cualquier conflicto or-
dinario uno debería plantearse
la eventualidad de que puedan
ser sujetos de amenaza”.

Pero en paralelo menciona
que es necesario acelerar el tran-
co en cuanto al aumento de la ca-
pacidad carcelaria. “Mi diagnós-
tico es que el tema del hacina-
miento carcelario es algo que so-
l a m e n t e v a a e m p e o r a r ” ,
asevera.

En esta línea, postula que esto
ocurrirá “no solamente por los
fenómenos delictivos que hoy
día estamos observando en la so-
ciedad chilena, con la aparición
del crimen organizado, sino que
también porque de una u otra
manera se está cerrando un ciclo
en el cual la población que es re-
fractaria, la población que es rei-
terante producto de diversas
reincidencias, están ya cayendo
en la hipótesis de la pena efecti-
va”.

n Nueva cárcel de máxima
seguridad “rumbo a ser un
anuncio fallido”

Solís reitera que el “parque
penitenciario” es una cosa ur-
gente y califica como alarmante
la “lentitud” con que se ha en-
frentado en Chile. “Hace déca-
das que no se inaugura un nue-
vo establecimiento, a excepción
de la cárcel de Talca, no conoz-
co ningún otro proyecto que se

haya llevado a cabo
como es tab lec i -
miento nuevo o de
reposición”, recal-
ca. Y añade que si
se analizan los nú-
meros y se toma en
consideración la
tendencia al creci-
miento, se necesi-
tan cerca de 15 mil

plazas nuevas.
Consultado por el atraso del

nuevo penal de máxima seguri-
dad, cuyo inicio de construc-
ción fue estimado por el Go-
bierno para el primer trimestre
de este año, Solís sostiene que
va “rumbo a ser un anuncio fa-
llido más”. Por esto, remarca la
necesidad de reducir los plazos
de permisos vinculados a cons-
trucción de cárceles, otra inicia-
tiva que registra atrasos en su
tramitación. “No podemos
quedarnos con esta pasividad
de que son procesos de media-
no a largo plazo”, concluye.

Exministros de Justicia abordan la realidad penitenciaria marcada por amenazas a funcionarios 

Mayor control interno, mejor gestión de
sindicatos y aumentar número de plazas: las
urgencias de Gendarmería en medio de crisis

OLIVER RODRÍGUEZ

Los consultados destacan el aumento de la peligrosidad de la población penal en los últimos años, lo que
constituye un reflejo del incremento de la criminalidad que se produce en el exterior, afirman.

Jaime Campos, ministro de Justi-
cia entre 2016 y 2018.
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Teodoro Ribera, titular de Justicia
entre 2011 y 2012.
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Isidro Solís, exministro y exdirec-
tor de Gendarmería.
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PLAZAS
Según estimaciones del
exministro Isidro Solís,
se necesitarían cerca de
15 mil nuevas plazas en

los centros
penitenciarios del país. 
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